Expediente:                 19001-23-33-003-2013-00695-00

Actor:
                        EVER URRUTIA DORADO (Agente oficioso)

Demandado:                DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR 

Acción:
                        TUTELA - PRIMERA INSTANCIA


TUTELA/Derecho a la salud de menor de edad con retraso mental/ Se ordena valoración médica e interdisciplinaria, servicio médico integral/ Se debe determinar qué aspectos en salud y en educación requiere el niño de acuerdo a su discapacidad. 
Conforme la historia clínica aportada a folios 11 a 14, el menor padece un retraso metal moderado y el 13 de junio de 2013 el médico neuropediatra, indicó continuar con la educación especializada. Luego, el 19 de septiembre de la misma anualidad se consignó que se trataba de un paciente en proceso de habilitación por la deficiencia mostrada para lograr un proyecto de vida, por lo cual requería estar escolarizado e incluido en el aula en instituciones en las cuales ya han estado llevando a cabo el proceso de educación especial, pidiendo a Sanidad Miliar la escolarización del menor. Además se le prescribió terapia ocupacional y del lenguaje, una vez comenzara el proceso de escolarización.

(…) En aplicación del anterior precedente, la Sala tutelará los derechos a la salud y la educación inclusiva del menor agenciado; en consecuencia, ordenará al DIRECTOR GENERAL DE SANIDAD MILITAR y al DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR 3005 - BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS” dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia, realizar una nueva valoración médica e interdisciplinaria al niño DANIEL FELIPE URRUTIA PAPAMIJA, la EPS de SANIDAD MILITAR deberá ponerse en contacto con los pedagogos de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, donde está ubicado el domicilio del menor, para efectos de determinar qué aspectos en salud y en educación requiere el niño de acuerdo a su discapacidad. Asimismo, se le ordenará prestar el servicio médico integral al menor DANIEL FELIPE URRUTIA PAPAMIJA, en aras de mejorar su calidad de vida; los aspectos relacionados con el derecho a la educación deberán ser atendidos por la entidad competente - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN-.
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                  EVER URRUTIA DORADO (Agente oficioso)
Demandado:                 DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR 
Acción:
                  TUTELA - PRIMERA INSTANCIA

I. ANTECEDENTES

1. EL ESCRITO DE TUTELA (Fls. 1 a 10)

El señor EVER URRUTIA DORADO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 10.566.756, en nombre y representación del menor (….) instauró acción de tutela en contra de la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR y el BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS” – ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR 3005, por la presunta vulneración de los derechos fundamentales a la educación especial, la seguridad social, la salud, la vida en condiciones dignas y el desarrollo integral y armónico que requieren los niños en situación de discapacidad. En consecuencia, solicitó que se ordene a la parte demandada, contratar con una institución que se encuentre en condiciones de brindarle una educación especial al menor, complementada con las terapias de neurodesarrollo, que se haga efectivo el requerimiento formulado por los especialistas en neuropediatría y neurosicología que manifiestan la necesidad de que el niño se encuentre incluido en el aula en una institución de educación especial y que se le garantice un tratamiento integral sin limitación alguna en todo lo que el niño requiera, ya que es un sujeto de especial protección. 
Como fundamento fáctico de sus pretensiones, el señor EVER URRUTIA DORADO expuso en síntesis los siguientes hechos:

Dijo que su hijo (….) tiene 10 años de edad, presenta un retardo mental moderado (autismo), que le dificulta el desarrollo del lenguaje y aprendizaje y que el menor está afiliado como beneficiario a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR.

Señaló que el menor ha sido tratado por neuropediatría, neurosicología, terapia física, ocupacional y del lenguaje, además de recibir educación especial complementada con hidroterapia, según las recomendaciones de los especialistas para lograr una adecuada rehabilitación, en aras de brindarle una mejor calidad de vida.
Expresó que el niño venía recibiendo el tratamiento de rehabilitación adecuado en la Institución Educativa Florecer que presta los servicios de educación especial, complementada con terapias de neurodesarrollo e hidroterapia; sin embargo, dicho tratamiento le fue suspendido desde el pasado mes de junio y en consecuencia, se ha visto muy afectado, causándole un retroceso, por lo que ha solicitado en varias ocasiones con la fórmula expedida por el especialista y a través de escrito, que se le restituya el servicio.
Expuso que la accionada tras manifestarle que en Bogotá no habían dado autorización, a fines del pasado mes de noviembre, cuando volvió a insistir, le dijeron que no estaban obligados a dar educación especial. 

Agregó que el 19 de noviembre de 2013, volvió a control con el especialista en neuropediatría, quien reiteró que el menor (…) debe continuar escolarizado e incluido en el aula en instituciones en las cuales se ha venido adelantando el proceso de educación especial para evitar deterioros en el manejo de su enfermedad y lograr unas mínimas condiciones de vida digna.

Adujo que lo anterior también fue recomendado por otros especialistas en neuropediatría y neurosicología, que inicialmente lo venían atendiendo.
Indicó que desde que la EPS de SANIDAD MILITAR decidió suspenderle el tratamiento de educación especial, empezó a buscar en las instituciones públicas una opción educativa pero ésta le fue negada; precisó que en una institución denominada Gabriel García Márquez le dijeron que no recibían niños enfermos porque esa situación daba lugar a burlas de los demás compañeros de clase, lo que le generó tristeza al ver el rechazo y discriminación en contra de su hijo.
Expresó que también solicitó un cupo en la Escuela Normal Superior, pero el día de la entrevista la Directora, señora María Teresa, valoró al niño, manifestando que no lo podía recibir en la institución puesto que no estaba preparada para brindarle la educación que requería, además dijo que era la EPS a quien le correspondía exclusivamente brindar el tratamiento integral, teniendo en cuenta la discapacidad del menor, el cual no era apto para ser escolarizado en una institución regular.
Consideró que la decisión de SANIDAD MILITAR de suspender el servicio al niño fue arbitraria y violatoria de los derechos fundamentales, porque no tuvo en cuenta que la decisión lo afectaba enormemente, conllevando un retroceso; indicó que el menor tampoco volvió a recibir las terapias de neurodesarrollo, puntualizando que los terapeutas le dijeron que si esas terapias no se complementaban con la escolarización no resultaban adecuadas.
Aseveró que buscó en diferentes instituciones una posibilidad para escolarizar al niño, fue así como en un centro educativo de carácter privado le manifestaron que ahí le podían dar un cupo para brindarle una educación personalizada mientras se solucionaba lo de la educación especial, advirtiéndole que debía pagar la suma de $64.000 por concepto de pensión, más $10.500 semanales de lonchera para un total de $106.000 mensuales.
Manifestó que lo anterior ha menguado su sustento familiar, en tanto devenga $606.000 por concepto de pensión de invalidez, lo cual escasamente le alcanza para el sustento de su núcleo familiar conformado por su madre de 76 años de edad, su esposa y sus 2 hijos menores; además, señaló que debía cancelar recibos de servicios públicos que suman un promedio equivalente entre $160.000 y $180.000, más lo que ha tenido que cancelar en los últimos 3 meses por la pensión del niño (…), aparte de la lonchera diaria de su hija, gastos que lo dejan en una situación precaria, que casi no le alcanza para asumir las obligaciones pendientes o comprar el vestido de los niños.
Por último, expuso que no estaba en condiciones de suministrar el tipo de educación que su hijo DANIEL FELIPE URRUTIA PAPAMIJA requiere, porque en las instituciones en que se le puede brindar es muy costosa.
2. Recuento procesal

Por auto del 11 de diciembre de 2013 se admitió la demanda y se ordenó notificar a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR y al BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS” – ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MÉDICA 3005, vinculando de oficio a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL CAUCA y a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN (fls. 38 y 39).
3. Intervención de LOS accionadOS
3.1. DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y CULTURA DEL DEPARTAMENTO DEL CAUCA (Fls. 63 a 67)

A través de apoderada judicial, señaló que la EPS – SANIDAD MILITAR y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN son las entidades que deben solucionar la situación que origina esta acción, siendo además las partes legitimadas por pasiva para pronunciarse; enfatizó que la prestación del servicio educativo en una institución que ofrezca los servicios de educación especial en el domicilio del menor corresponde a la administración municipal, debidamente certificada para tal fin.
Con base en lo anterior, propuso la falta de legitimación por pasiva respecto a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN Y CULTURA DEL DEPARTAMENTO DEL CAUCA, aduciendo que no ha violado los derechos fundamentales invocados por el actor, dado que no es la encargada de garantizar la atención especial de los niños discapacitados mentalmente que residen en el municipio de Popayán.

Solicitó que se declare la improcedencia de la tutela por falta de legitimación por pasiva.
3.2. DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN (Fls. 71 a 74)

Aclaró que la licenciada MARÍA TERESA MORENO DE LÓPEZ no es la Rectora de la Institución Educativa Normal Superior, sino que es la funcionaria encargada de manejar el programa UAI (Unidad de Atención Infantil), encargada de brindar apoyo a los niños con discapacidad, direccionándolos según los conceptos emitidos por los profesionales adscritos a la UAI a las diferentes instituciones educativas del municipio.

Explicó que cuando los niños presentan discapacidad, pero pueden ser incluidos en los programas regulares de educación, se realiza de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto 366 de 2009, con base en el cual se designa una persona de apoyo pedagógico por establecimiento educativo que reporte matrícula de mínimo 10 y hasta 50 estudiantes con discapacidad cognitiva (Síndrome de Down u otras condiciones que generen discapacidad intelectual), con Síndrome de Asperger, autismo, discapacidad motora o con capacidades o con talentos excepcionales. Así, precisó que el personal de apoyo no es para atender a un solo estudiante sino que depende de la demanda establecida por la institución, de acuerdo al cúmulo de estudiantes con esas discapacidades.

Puntualizó que las funciones del personal de apoyo educativo se relacionan con la gestión y articulación de la inclusión educativa a la dinámica institucional regular, en la cual se destaca el trabajo con los docentes para la atención diferenciada, la participación en la formulación del PEI, el diseño de metodologías de enseñanza que promuevan la integración –incluida la evaluación y promoción-, la caracterización de los niños con necesidades educativas especiales y el acompañamiento de las familias en búsqueda de ambientes favorables al aprendizaje.

Concluyó diciendo que si los profesionales que atienden al niño (…) consideran que puede estudiar en una Institución de Educación Formal y el señor EVER URRUTIA DORADO decide matricular a su hijo en la I. E. Escuela Normal Superior se le garantizará el cupo y el actuar de la institución se circunscribirá a lo ordenado por el Decreto 366 de 2009. Añadió que la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN no ha vulnerado los derechos fundamentales del menor.
3.3. DEL BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS” – ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MÉDICA 3005 (Fls. 75 a 82)

Adujo que es improcedente que tal institución preste servicios de educación especial para niños, niñas y adolescentes con discapacidad, beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares.
Expresó que en aplicación de la ley compete exclusivamente al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares brindar a los beneficiarios, niños, niñas y adolescentes con discapacidad, el servicio de salud.
Refirió que el Acuerdo 049 de 1998 expedido por el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía, por el cual se aprobó el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial para la atención de discapacidades de niños hijos de los afiliados al SSMP, contempló dentro de las intervenciones y procedimiento la participación del niño en el desarrollo de los programas de educación especial o pedagogía terapéutica, lo cual debe corresponder exclusivamente al contexto de la salud y con el fin de procurar desarrollar o restaurar la funcionalidad física, mental o social del menor discapacitado; pero dijo, que con base en eso no es procedente brindar el servicio de educación como un sistema regular como tal, dado que es una obligación legal que le compete al Ministerio de Educación Nacional, las Secretarías de Educación y las Instituciones Educativas.
Luego de aludir a las diferentes normas que regulan la educación especial para población con discapacidad o con capacidades o talentos excepcionales en el marco de la educación inclusiva, justificó que no es viable que con los recursos que son de destinación específica para prestar los servicios de salud a los afiliados y beneficiaros del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, se brinden servicios de educación especial a los beneficiarios.
Añadió que ese tipo de servicios cuya atención no corresponde a una hospitalización o internación en una institución de salud o que no tenga soporte científico o la debida prescripción médica, es una obligación que compete a los padres y a la familia bajo el principio de corresponsabilidad y/o de las entidades del Estado competentes.

Aseveró que no era viable legalmente prestar el servicio educativo por cuanto se incurriría en un peculado por aplicación oficial diferente a los recursos de la seguridad social en salud.
Solicitó que se denegara la tutela porque no se han violado los derechos fundamentales del menor, pues el ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR no está obligado a prestar servicios de educación especial, además que la entidad ha autorizado todos los servicios médicos que el menor ha necesitado.
3.4. DE LA DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL (Fls. 88 a 90)

Señaló una serie de aspectos generales sobre la acción de tutela y su procedencia, precisando que el Acuerdo 002 de 1997 que regula el Plan de Servicios de Sanidad Militar, no contempló el suministro de educación ni de asignación de una educadora especial para integración escolar, por cuanto ello hace parte de una competencia del Ministerio de Educación Nacional.

Argumentó que no existía viabilidad legal para brindar educación al menor (…), por cuanto se podría incurrir en conductas de tipo penal.
Concluyó aduciendo que la presente acción era improcedente, dado que al accionante se le han prestado los servicios médicos requeridos y contemplados dentro del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, insistiendo en que los procedimientos solicitados no están contemplados dentro del Plan Integral.
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

1. LA competencia 

El Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca es competente para conocer de la presente Acción de Tutela en Primera Instancia, de conformidad con los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.

2. LOS NIÑOS Y NIÑAS CON DISCAPACIDAD: SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL

Los niños son sujetos de especial protección constitucional y en virtud del art. 44 de la Carta Política sus garantías gozan del carácter de fundamentales.

Ahora, cuando los niños presentan algún tipo de discapacidad gozan de una protección reforzada en aplicación del artículo 13 Constitucional, que propugna por la protección de las personas en condiciones de debilidad manifiesta.

Le corresponde al Estado a través de sus diferentes autoridades adoptar acciones afirmativas a favor de grupos discriminados o marginados, dentro de ellos los discapacitados, en especial si son de escasos recursos económicos, aclarando que gozan de la plenitud de derechos que se reconoce a todas las personas como la salud, la educación y la igualdad.
2.1. LA PROTECCIÓN DEL DERECHO PREFERENTE A LA SALUD DE LOS NIÑOS Y NIÑAS CON DISCAPACIDAD, EN VIRTUD DEL PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD, HA CUBIERTO INGREDIENTES EDUCATIVOS
Desde el concepto mismo de salud y sus dimensiones, el artículo 2º de la Ley 100 de 1993 define el principio de integralidad como: 
“La cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la capacidad económica y en general las condiciones de vida de toda la población. Para este efecto cada quien contribuirá según su capacidad y recibirá lo necesario para atender sus contingencias amparadas por esta Ley”. 
Asimismo el numeral 3° del artículo 153 de la Ley 100 de 1993, dispone:

“El sistema general de seguridad social en salud brindará atención en salud integral a la población en sus fases de educación, información y fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, en cantidad, oportunidad, calidad y eficiencia, de conformidad con lo previsto en el artículo 162 respecto del plan obligatorio de salud”.

Desde otra perspectiva, la integralidad hace referencia a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas, por lo que para el Estado y las entidades encargadas de prestar el servicio de salud, existe la obligación de prestarlo eficientemente, garantizando todos los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que se requieran para cuidar una patología. 
La H. Corte Constitucional respecto a la tutela como medio para proteger esa atención integral, ha señalado las siguientes reglas:

“(…) en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i)  la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”
.

Con todo, es preciso aclarar que esta Corporación, ha señalado que existe una serie de casos o situaciones que hace necesario brindar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren por fuera del Plan Obligatorio de Salud -POS-, como cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional, - menores, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Al respecto, la Sentencia T-531 de 2009, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto, expuso lo siguiente:

“Así, esta Corporación ha dispuesto que tratándose de: (i) sujetos de especial protección constitucional
 (menores, adultos mayores, desplazados(as), indígenas, reclusos(as), entre otros), y de (ii) personas que padezcan enfermedades catastróficas
 (sida, cáncer, entre otras), se debe brindar atención integral en salud, con independencia de que el conjunto de prestaciones requeridas estén excluidas de los planes obligatorios.”

Ahora bien, existen casos en los cuales las personas no cumplen con estos requisitos, pero sus condiciones de salud son tan precarias e indignas, que le es permitido al juez de tutela, otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, ello con el fin de superar las situaciones que los agobian
.”
 (RESALTA LA SALA)

Cabe anotar que cuando se solicita un tratamiento integral para un menor con alguna limitación cognitiva, física o sensorial, en una institución específica, la cual fue negada por la Empresa Promotora de Salud que aducen que escapa a la órbita de sus competencias o que no hace parte del POS, la Corte Constitucional ha señalado que el derecho a la salud de niños y niñas con discapacidad puede contener componentes educativos.
Lo anterior fue sostenido en sentencia T-974 de 2010, que recogió lo expuesto en casos similares contenidos en las providencias T-179 del 24 de febrero de 2000, T-920 del 17 de julio de 2000, T-282 del 6 de abril de 2006 y T- 518 del 7 de julio de 2006. 

2.1.1. EL DERECHO A LA EDUCACIÓN DE LOS NIÑOS Y NIÑAS CON DISCAPACIDAD
El derecho a la educación de los niños y niñas tiene el carácter de fundamental, con carácter reforzado para la población en situación de discapacidad. El tipo de educación que se le debe suministrar a este último grupo poblacional no solo debe ser inclusiva, sino que además la educación especial debe ser la última opción, cuando no sea posible incluirlos en aulas regulares de estudio.

La Corte Constitucional ha asumido una posición garantista frente al derecho a la educación aunque en algunos casos implique ingredientes del derecho a la salud, pues el derecho a la educación debe comprender todos los aspectos tendientes a lograr el bienestar de la población infantil en situación de discapacidad. 
2.1.2. EL DERECHO A LA SALUD Y EL DERECHO A LA EDUCACIÓN COMO GARANTÍAS SUPERIORES QUE APOYAN DE FORMA INDEPENDIENTE EL DESARROLLO INTEGRAL DE LOS NIÑOS Y NIÑAS CON DISCAPACIDAD

Es complejo establecer un límite que separe el derecho a la salud y el derecho a la educación de los niños y niñas discapacitadas, pues se han concebido bajo el principio de integralidad del tratamiento, en ese entendido, el derecho a la educación puede tener aspectos que mejoren la salud.

Una de las problemáticas planteadas sobre el particular,  se da cuando las Empresas Promotoras de Salud consideran que un tratamiento traspasa la esfera de sus competencias y se ubica en la jurisdicción de las entidades territoriales que prestan el servicio público educativo.  En estos casos, se plantea cuál es la autoridad competente para prestar los servicios.

Generalmente se han tutelado el derecho a la salud y el derecho a la educación de forma dependiente, integrando aspectos educativos, bajo el principio de la integralidad del tratamiento y, se ha amparado el derecho a la educación, reconociendo que éste puede contener aspectos que mejoren el estado de salud de los niños y niñas con discapacidad. Sin embargo, a partir de la sentencia T-974 de 2010 tal problemática se analizó desde una nueva perspectiva, considerando la necesidad de amparar el derecho a la salud y el derecho a la educación de forma independiente, pero reconociendo que operan de forma armónica e interrelacionada, destacando que los derechos a la educación y a la salud de los niños con discapacidad, no pueden subsumir elementos de un sistema en otro, pero sí reconociendo que cada uno de éstos puede aportar desde su perspectiva y de manera armónica a la integración de los niños y niñas al medio social para garantizar la efectividad de sus derechos fundamentales. 

Así, “(…) la discapacidad no es considerada como una enfermedad sino como una realidad que siempre ha existido en cada época. Este cambio de perspectiva ha conducido a una transformación del lenguaje para referirse a dicha circunstancia; no se trata sólo de revestir de palabras adecuadas una situación para considerar superados otros problemas que trascienden la condición de la discapacidad, estas precisiones de lenguaje ayudan a la construcción de un cambio de perspectiva en la sociedad.”
 

A partir de la observación general número 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el artículo 24 de la Convención de los Derechos del Niño, la H. Corte Constitucional en sentencia T-974 de 2010, dijo que el derecho a la salud no solamente se circunscribe a la atención de una dolencia física sino que también incluye el concepto de bienestar en un sentido amplio, en aras de elevar la calidad de vida, en especial de los niños y niñas.
En la providencia en cita, se hizo un estudio amplio de la normatividad nacional e internacional que propende por la educación inclusiva de los niños en situación de discapacidad, destacando en el derecho interno el Decreto 2082 de 1996 que reglamentó las normas de la Ley General de Educación de 1994 y dispuso que las entidades territoriales (departamentos, distritos y municipios) debían introducir gradualmente la atención educativa a la población que presentara algún tipo de discapacidad y que antes del 8 de febrero de 2000, las instituciones educativas debían adecuar los planes educativos institucionales para cobijar a las personas que tengan algún tipo de discapacidad; la Ley 361 de 1997, que estableció mecanismos de integración social y adoptó medidas sobre la prevención, la educación y la rehabilitación de las personas con discapacidad y el Decreto 366 de 2009 que reglamentó la organización del servicio de apoyo pedagógico para la atención de los estudiantes con discapacidad y con capacidades o con talentos excepcionales en el marco de la educación inclusiva. Este decreto contempla dentro de sus principios generales garantizar el derecho a la igualdad, evitando cualquier tipo de discriminación por razón de la discapacidad. 
3. Del caso en concreto

El niño (….) tiene 10 años de edad y es beneficiario de la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR (fl. 27).
Conforme la historia clínica aportada a folios 11 a 14, el menor padece un retraso metal moderado y el 13 de junio de 2013 el médico neuropediatra, indicó continuar con la educación especializada. Luego, el 19 de septiembre de la misma anualidad se consignó que se trataba de un paciente en proceso de habilitación por la deficiencia mostrada para lograr un proyecto de vida, por lo cual requería estar escolarizado e incluido en el aula en instituciones en las cuales ya han estado llevando a cabo el proceso de educación especial, pidiendo a Sanidad Miliar la escolarización del menor. Además se le prescribió terapia ocupacional y del lenguaje, una vez comenzara el proceso de escolarización.
Según informe neurosicológico de abril de 2012, el menor agenciado presenta síntomas de un autismo leve – moderado, se recomendó por neuropediatría, terapias de neurodesarrollo, control por neurosicología, suministrando unas indicaciones sobre la educación que requiere el niño (fls. 15 a 21).
A folios 22 y 23 del expediente obra una constancia del Colegio Fundación Florecer, en la cual se exponen los logros cognitivos y sociales del menor (….) basados en los rendimientos académicos realizados durante los períodos de 2009 a 2012 y primer semestre del 2013.

El 22 de junio de 2013, la Administradora de la Fundación Florecer le remitió un oficio al padre del niño (…), en el que le informó que la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Dirección General de Sanidad Militar – Dirección de Sanidad del Ejército Nacional – Batallón de A.S.P.C. No. 29 “General Enrique Arboleda Cortés” le expresó que no firmaría el contrato para asumir los costos de la educación especial, ya que sólo podían asumir lo relacionado con salud, sin embargo mencionaron que la pedagogía especial era una obligación del Estado, pero en cabeza de instituciones como la Secretaría de Educación. Se manifestó que se requería firmar el contrato educativo y pagaré correspondiente al semestre de julio/diciembre de 2013, de manera independiente con cada uno de los padres de los estudiantes.

Conforme la copia del contrato de prestación de servicios educativos de la Fundación Florecer, el costo anual para horario de 8:00 a.m. a 11:45 a.m. es de $605.000 por el semestre de julio a diciembre de 2013 y por horario de 8:00 a.m. a 3:30 p.m. por valor de $1.210.000 por el semestre de julio a diciembre de 2013 (fls. 25 y 26).

Para acreditar los problemas económicos, el señor EVER URRUTIA DORADO aportó un desprendible de pago de la pensión de invalidez que percibe correspondiente a octubre de 2013, donde recibió un valor neto de $605.905 (fl. 28). Igualmente allegó los recibos donde consta lo pagado desde septiembre de 2013 hasta la fecha por concepto d mensualidad y loncheras del niño (….) en el Colegio Siglo XXI. Por último se aportaron, los recibos de los servicios públicos domiciliarios del señor EVER URRUTIA DORADO (fls. 31 a 33).
Teniendo en cuenta lo probado y lo pretendido por la parte actora, la Sala considera oportuno transcribir un aparte de la sentencia T-974 de 2010, donde en un caso análogo al presente se adoptó una posición frente a la interrelación de los derechos a la salud y a la educación de una menor en situación de discapacidad, estableciendo las competencias en la materia y las implicaciones del tratamiento integral:
“(…) la EPS en desarrollo de sus competencias dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, deberá realizar un dictamen médico que comprenda una valoración interdisciplinaria sobre el estado de salud de la niña María Alejandra Villa Peña y brindarle el tratamiento integral requerido según su diagnóstico.

En este caso, hay una relación muy cercana entre los derechos a la salud y a la educación. Aunque en el parecer del ad-quem la educación especial prescrita por la médica tratante hace parte de un proceso esencial y necesario para el tratamiento de la discapacidad cognitiva de la hija de la peticionaria, ya quedo visto que en consonancia con los instrumentos internacionales debe asegurarse el goce pleno y efectivo de todos los derechos de la población en situación de discapacidad, pero reconociendo la complementariedad entre unas y otras garantías. En el caso concreto existe una interrelación e interdependencia  entre el derecho a la salud y el derecho a la educación, por lo cual debe procederse a la protección de cada uno de estos derechos de forma autónoma.  

Cabe advertir que la normatividad nacional actual, Decreto 366 de 2009 y los instrumentos internacionales acerca de la protección que debe brindarse a la población con discapacidad es clara: existen diferencias entre la atención integral en salud y el derecho a la educación, pero ello no implica que los dos sistemas no brinden su  cooperación para promover la realización efectiva de los derechos fundamentales. Se reitera que aunque en el caso concreto el derecho a la salud y el derecho a la educación se inter-relacionan y se complementan, cada una de estas áreas debe ser atendida por la entidad competente. Lo anterior obedece a que la discapacidad no sólo debe tratarse desde el punto de vista médico sino desde una perspectiva integral, que abarca, tratándose de la hija de la actora, el reconocimiento del derecho a una educación inclusiva.

Es decir, en este caso existe una corresponsabilidad entre dos entidades que prestan servicios públicos diferentes, pues la EPS Coomeva debe prestar el servicio de salud de forma integral en orden a mejorar la calidad de vida de María Alejandra Villa Peña y, la Secretaría de Educación Municipal de Itagüí y la Secretaría de Educación del Departamento de Antioquia en forma subsidiaria y correlativa, deben garantizar el derecho fundamental a la educación inclusiva de la niña María Alejandra.” 
En aplicación del anterior precedente, la Sala tutelará los derechos a la salud y la educación inclusiva del menor agenciado; en consecuencia, ordenará al DIRECTOR GENERAL DE SANIDAD MILITAR y al DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR 3005 - BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS” dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de la sentencia, realizar una nueva valoración médica e interdisciplinaria al niño DANIEL FELIPE URRUTIA PAPAMIJA, la EPS de SANIDAD MILITAR deberá ponerse en contacto con los pedagogos de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, donde está ubicado el domicilio del menor, para efectos de determinar qué aspectos en salud y en educación requiere el niño de acuerdo a su discapacidad. Asimismo, se le ordenará prestar el servicio médico integral al menor (….), en aras de mejorar su calidad de vida; los aspectos relacionados con el derecho a la educación deberán ser atendidos por la entidad competente - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN-.
Por otra parte, se ordenará al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, que dentro de los 10 días siguientes a la notificación de esta sentencia, determine la Institución Educativa que de acuerdo a su Plan Educativo Institucional (PEI) garantiza de mejor manera el derecho a la educación inclusiva en aulas regulares de estudio al niño (….), atendiendo el tipo de discapacidad que tiene, previa evaluación por profesionales expertos en educación inclusiva. 
Se aclara que de no existir una institución de igual especialidad, idoneidad y competencia al Colegio Integral de Pedagogía Especial de la Fundación Florecer, para garantizar el derecho a la educación inclusiva del niño (…), deberá ser matriculado en el Colegio Integral de Pedagogía Especial de la Fundación Florecer con cargo a los recursos de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, pues se probó en el proceso, que el padre del menor no cuenta con los recursos económicos suficientes para cubrir dicha matrícula, ya que devenga una pensión que se torna insuficiente teniendo en cuenta los gastos que asume y las personas por las que vela según lo afirmado en la solicitud de tutela, lo cual no se desvirtuó por la parte accionada.
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO.- TUTELAR los derechos a la salud y la educación inclusiva del menor (…), por las razones expuestas.
SEGUNDO.- ORDENAR al DIRECTOR GENERAL DE SANIDAD MILITAR y al DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR 3005 - BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS”, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta sentencia, realizar una nueva valoración médica e interdisciplinaria al niño (…) 
La EPS de SANIDAD MILITAR deberá ponerse en contacto con los pedagogos de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, para efectos de determinar qué aspectos en salud y en educación requiere el niño de acuerdo a su discapacidad.
Asimismo, se ORDENA al DIRECTOR GENERAL DE SANIDAD MILITAR y al DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR 3005 - BATALLÓN DE A.S.P.C. No. 29 “GENERAL ENRIQUE ARBOLEDA CORTÉS”, prestar el servicio médico integral al menor (…), en aras de mejorar su calidad de vida; los aspectos relacionados con el derecho a la educación deberán ser atendidos por la entidad competente - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN-.

TERCERO.- ORDENAR al SECRETARIO DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, que dentro de los 10 días siguientes a la notificación de esta sentencia, determine la Institución Educativa que de acuerdo a su Plan Educativo Institucional (PEI) garantiza de mejor manera el derecho a la educación inclusiva en aulas regulares de estudio al niño (…), atendiendo el tipo de discapacidad que tiene, previa evaluación por profesionales expertos en educación inclusiva. 
Se aclara que de no existir una institución de igual especialidad, idoneidad y competencia al Colegio Integral de Pedagogía Especial de la Fundación Florecer, para garantizar el derecho a la educación inclusiva del niño (…), deberá ser matriculado en el Colegio Integral de Pedagogía Especial de la Fundación Florecer con cargo a los recursos de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN, por las razones expuestas.
CUARTO.- CÓPIESE Y NOTIFÍQUESE por telegrama, personalmente o por cualquier medio efectivo a los interesados en los términos del Art. 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO.- REMITIR el expediente a la H. Corte Constitucional para lo de su cargo, si no fuere impugnada.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO                    NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO 

� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver Sentencia T-459 de 2007. 


� Ver Sentencias T-584-07, T-581-07 y  T-1234 de 2004. 


� Ver por ejemplo, las Sentencias T-016 de 2007 M. P. Humberto Antonio Sierra Porto y T-574 de 2010 M. P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Sentencia T-408 de 2011.


� Sentencia T-974 de 2010.
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